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Informe de impacto sobre la competencia del proyecto de Decreto de ordenación de albergues turísticos.

La Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado (en adelante, LGUM), se aplica a cualquier actuación administrativa, disposición o medio de intervención de cualquier autoridad competente que incida, directa o indirectamente en el acceso y el ejercicio de todas las actividades económicas en condiciones de mercado por parte de los operadores económicos legalmente establecidos en cualquier lugar del territorio nacional.
A estos efectos, tal y como señala el artículo 14 de la LGUM, en los procedimientos de elaboración de normas que afecten de manera relevante a la unidad de mercado, la autoridad competente proponente de la norma pondrá a disposición del resto de autoridades a través del sistema de intercambio electrónico de información previsto en el artículo 23 de dicha Ley, con la antelación suficiente, el texto del proyecto de norma, acompañado de los informes o documentos que permitan su adecuada valoración, incluyendo en su caso la memoria del análisis de impacto normativo.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 9 de la LGUM, todas las autoridades competentes velarán, en las actuaciones administrativas, disposiciones y medios de intervención adoptados en su ámbito de actuación, por la observancia de los principios de no discriminación, cooperación y confianza mutua, necesidad y proporcionalidad de sus actuaciones, eficacia en todo el territorio nacional de las mismas, simplificación de cargas y transparencia. En particular, se garantizará que cumplen sus preceptos las disposiciones de carácter general que regulen una determinada actividad económica o incidan en ella.

En el proyecto de Decreto de Albergues Turísticos que pretende derogar el vigente Decreto 116/2002, de 5 de septiembre, la garantía de unidad de mercado pudiera verse afectada por lo dispuesto en el CAPITULO IV (artículos 29 a 36) que se ocupan del régimen para el inicio y ejercicio de la actividad de albergue turístico, que se halla sujeta al régimen de declaración responsable previa, de acuerdo con lo previsto en el artículo 17.2 de la LGUM.
A tales efectos, debe tenerse en cuenta que ya La Ley del Principado de Asturias 10/2010, de 17 de diciembre, de tercera modificación de la Ley del Principado de Asturias 7/2001, de 22 de junio, de Turismo, ha supuesto la adaptación de la normativa autonómica de rango legal a la normativa estatal sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. El núcleo de la adaptación efectuada por dicha ley gira en torno a la sustitución del instrumento de intervención previsto con carácter general, la autorización previa al inicio de actividad, por un instrumento más ágil que, no obstante, preserve la necesaria intervención de la Administración fundamentada en la protección de los consumidores así como la protección del medio ambiente, del entorno urbano y la conservación del patrimonio histórico y los objetivos de la política cultural. Dicha intervención se materializa en la exigencia de una declaración responsable previa al inicio de la actividad. En tales términos, el artículo 25 de la citada ley regula el inicio de actividad estableciendo la presentación de una declaración responsable. A través del presente proyecto, dicha exigencia legal se recoge también en la disposición reglamentaria de desarrollo de la precitada Ley para la actividad de albergues turísticos.
“CAPITULO IV 


REGIMEN PARA INICIO Y EJERCICIO DE LA ACTIVIDAD

Artículo 29. Forma de presentación, solicitudes, comunicaciones, declaraciones responsables y documentación.

1. Las solicitudes, comunicaciones y declaraciones responsables reguladas en el presente Decreto deberán presentarse por vía electrónica a través de los formularios normalizados disponibles en la sede electrónica del Principado de Asturias, de acuerdo con lo establecido en la normativa reguladora del procedimiento administrativo común. 

2. Con el objetivo de mantener adaptados a la normativa vigente, dichos modelos normalizados podrán ser actualizados en la sede electrónica del Principado de Asturias, sin necesidad de publicarlos nuevamente en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Artículo 30. Informe potestativo previo.

1. La persona física o jurídica que proyecte la apertura, construcción o modificación de un albergue turístico, con independencia del inicio cualquier tipo de actuación o trámite ante el ayuntamiento correspondiente, podrá solicitar del departamento competente en materia turística un informe relativo al cumplimiento de los requisitos mínimos de infraestructura y servicios según la especialización y categoría solicitadas, empleando el modelo normalizado que figura en el anexo II de esta norma. 

2. El órgano competente  emitirá dicho informe en el plazo máximo de dos meses, con expreso pronunciamiento sobre su categoría. La validez del informe será de un año siempre que permanezca en vigor la normativa turística respecto de la cual se emite informe, y solo vinculará a la administración competente en materia turística cuando las obras ejecutadas o el estado del establecimiento se ajusten a la memoria y planos presentados.

3. En ningún caso este informe será suficiente para la clasificación del establecimiento, debiendo contar con la correspondiente clasificación turística prevista en el presente decreto.

4. Con la solicitud de informe previo se adjuntará una memoria que describa y justifique los requisitos recogidos en el presente decreto referidos a las infraestructuras y servicios mínimos, así como planos acotados a escala de la distribución de plantas y de sección. 

Artículo 31. Declaración responsable de inicio de la actividad. 

1. Los titulares de los albergues turísticos, con antelación al inicio de la actividad, deberán presentar ante la Administración competente en materia de  turismo, una declaración en la que manifieste bajo su responsabilidad que cumple los requisitos previstos en la normativa turística para el ejercicio de la actividad, que dispone de la documentación que así lo acredita y la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de los requisitos mientras continúe con el ejercicio de la actividad. 

Dicha declaración responsable se ajustará al modelo que se determine por resolución de la Consejería competente en la materia, en el que tales requisitos estarán recogidos en la la misma de manera expresa, clara y precisa.

2. El inicio de la actividad requerirá el cumplimiento de los requisitos impuestos por la normativa autonómica y municipal para la apertura de los albergues turísticos.

3. En la declaración responsable de inicio de actividad deberá comunicarse el período de funcionamiento del establecimiento. Igualmente deberá comunicarse cualquier modificación en el mismo. 

Artículo 32. Contenido de la declaración responsable.

1. La declaración responsable previa al inicio de la actividad contendrá los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos del titular o denominación social y, en su caso, del representante, o de la persona encargada o gestora,

b) NIF del solicitante y del representante, si lo hubiere, o, en el caso de personas extranjeras, otro documento oficial acreditativo de su identidad, 

c) Nombre comercial con el que se va a llevar a cabo la actividad, 

d) Fecha del inicio de la actividad como empresa de alojamiento turístico y períodos de apertura, 

e) Categoría y especialidad, en su caso, de acuerdo con los artículos 3 y 4 del presente Decreto,

f) Domicilio de la empresa y del establecimiento, teléfono, dirección de la página web, correo electrónico,

g) Relación de habitaciones, y su capacidad máxima,

h) Número de teléfono para atender de manera inmediata comunicaciones relativas a la actividad del alojamiento. 

2. Asimismo, en la declaración ha de constar que se dispone de la siguiente documentación:

a) Acreditación de la personalidad física o jurídica del titular del establecimiento, así como acreditación de la representación, en su caso,

b) Título que acredite la disponibilidad del establecimiento,

c) Acreditación del cumplimiento de la normativa municipal del municipio donde radique el establecimiento,

d) Proyecto técnico visado, o planos de distribución interior de planta, a escala 1/100, en los que se indicará la distribución y superficie en planta, accesos, pasillos, habitaciones e instalaciones,

e) Informe suscrito por técnico competente que acredite el cumplimiento de la normativa sobre accesibilidad,

f) Plan de emergencia o autoprotección, suscrito por técnico competente,

g) Copia de la póliza del seguro de responsabilidad civil contratado y del recibo acreditativo del pago,

h) Memoria explicativa de las actividades relacionadas con el entorno a disposición de los clientes del establecimiento,

i) Cualquier otro documento que apoye la clasificación solicitada o aporte información complementaria sobre el establecimiento.

Artículo 33. Registro e Inspección.

1. Una vez examinada la declaración responsable y la documentación existente, se procederá a la inscripción de la empresa en el Registro de Empresas y Actividades Turísticas del Principado de Asturias, comunicando a aquélla la signatura correspondiente, número de inscripción que la identifica plenamente, a efectos legales.

Acompañando a dicha documentación la Administración turística facilitará a las empresas el acceso electrónico a su ejemplar del libro de inspección turística y de las correspondientes hojas de reclamaciones.

En caso de que la declaración responsable esté incompleta o sea inexacta se procederá a requerir su subsanación conforme a la normativa de procedimiento administrativo común.

2. Los servicios de inspección de la Administración turística ejercerán las funciones de verificación y control del cumplimiento de lo establecido en el presente Decreto, de acuerdo con lo previsto en la Ley del Principado de Asturias 7/2001, de 22 de junio, de Turismo, o norma legal que la sustituya, sin perjuicio de las competencias de inspección y control que tengan atribuidas otras Administraciones Públicas.

La empresa deberá facilitar a la inspección turística el ejercicio de sus funciones.

Artículo 34. Comunicación de modificaciones.

Toda modificación en el establecimiento que afecte a su titularidad, a las condiciones en las que se otorgó la autorización y clasificación iniciales o al resto de datos objeto de inscripción en el Registro de Empresas y Actividades Turísticas, deberá ser previamente comunicada conforme a lo establecido en el artículo 30 del presente decreto.

El resto de modificaciones serán comunicadas al órgano competente en materia de turismo en el plazo de un mes a partir de que se produzcan.

Artículo 35. Cese de la actividad.

Las personas titulares del establecimiento, comunicarán a la administración turística el cese definitivo de su actividad en el plazo máximo de los treinta días desde que éste se produzca. El cese definitivo determinará la cancelación de la inscripción en el Registro de Empresas y Actividades Turísticas.

Artículo 36. Baja de oficio y modificación de la clasificación.

1. Cuando se constate por la inspección de turismo el cese de actividad de un establecimiento inscrito, se procederá de oficio a la tramitación del correspondiente procedimiento de cancelación de la inscripción en el Registro de Empresas y Actividades Turísticas, previa audiencia a la persona interesada. 

2. Las clasificaciones, inscripciones o especialidades en su día otorgadas podrán ser modificadas de oficio por el órgano competente en materia turística, previa tramitación del correspondiente procedimiento en el que se dará audiencia a la persona interesada, cuando se hayan incumplido o hayan desaparecido las circunstancias que las motivaron o hubieran sobrevenido otras que justifiquen su reclasificación o denegación.”

A la vista de los artículos señalados, sé estima que el proyecto de Decreto de ordenación de Albergues Turísticos no presenta impactos negativos apreciables sobre la estructura de la oferta en el mercado ni sobre la competencia entre operadores, ya que las condiciones serán iguales para todos ellos y eso, desde el punto de vista de la competencia, supondrá un reforzamiento de la misma.

Asimismo, el texto del proyecto no hace mención a ninguna cortapisa que suponga discriminación o menoscabo de la competencia para las personas, físicas o jurídicas, que pretendan operar.

En lo referido al principio de simplificación de cargas, la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias es titular en exclusiva de las competencias en materia de turismo, conforme el artículo 10.1.22 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, por lo que no se estima que vayan a producirse duplicidades o exceso de regulación. En el caso concreto de las actividades albergues turísticos, no se exigirán informaciones, documentación y registros al operador cuando los mismos datos y documentos actualizados obren ya en poder de otra Administración Pública.

El proyecto no implica en ningún caso la imposición de requisitos a los operadores económicos para su acceso a la actividad en el Principado de Asturias. Tampoco incurre en ninguna de las actuaciones que limitan las libertades de establecimiento y de circulación que señala la LGUM en el artículo 18.

Lo que se informa a los efectos oportunos.
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